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			Prólogo






			Por Roberto Eibenschutz Hartman






			Estas breves líneas no pretenden evaluar y mucho menos avalar el trabajo de ordenamiento territorial, desarrollo urbano, suelo y vivienda de la gestión presidencial que está por concluir. Su objetivo es, más bien, reconocer la buena disposición de los autores de este volumen, principales protagonistas en los puestos de mayor jerarquía en las instituciones nacionales responsables de la conducción de las políticas federales en la materia, y responder a su amable y poco habitual invitación a exponer y discutir de manera crítica y reflexiva las ideas centrales que acompañaron su gestión durante los últimos seis años.






			La evaluación rigurosa y sistemática de los resultados del esfuerzo encabezado por Carlos Martínez Velázquez y Román Meyer Falcón debe asumirse en un marco institucional tanto por las instancias de la administración pública correspondientes como por la academia, más allá de las posiciones partidistas que forzosamente marcan un sesgo en la objetividad del análisis crítico. La evaluación más profunda la dará el paso del tiempo, necesario para medir la trascendencia de los cambios en las condiciones de vida de la población.






			Sin duda, la mayor satisfacción a la que aspira un servidor público es presenciar la continuidad de las acciones emprendidas. Para conseguirlo es preciso aventurarse en el futuro incierto, señalar algunas de las acciones pendientes que, a riesgo de equivocación, deberían considerarse para completar lo realizado, y reconocer que el momento presente es sólo un punto en un camino que comenzó hace mucho tiempo y que esperamos que se mantenga enriquecido por muchos años más.






			El ordenamiento territorial es un tema relativamente nuevo, impulsado en el ámbito internacional, que sustituye en cierta medida el concepto de desarrollo regional, aunque con la limitación de la visión sectorial que deja fuera las dimensiones social y económica, indispensables para concebir la integridad del desarrollo. En nuestra estructura jurídica e institucional, esto se traduce en la existencia de tres sistemas paralelos, con lógicas distintas y atribuciones acotadas, que pretenden poner orden en el territorio: el Sistema de Planeación Democrática, operado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), del que se desprenden las asignaciones del gasto público cada año; el Sistema de Ordenamiento Territorial, Desarrollo Urbano, Suelo y Vivienda, operado por la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu); y el Sistema de Ordenamiento Ambiental, operado por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat). Los tres se replican en los ámbitos estatales y municipales, lo que implica la multiplicación de planes y programas en distintos tiempos y con base en diversos órdenes de gobierno, cuya vinculación es casi imposible a pesar de los esfuerzos. La integración de estos sistemas es esencial para simplificarlos y hacerlos más eficientes.






			La participación de la sociedad en el proceso permanente de formulación, aprobación, gestión y evaluación de estos instrumentos se ha tornado una demanda política. Esto exige su reconocimiento formal en una reglamentación precisa que defina los procedimientos y los tiempos requeridos para que la información fluya, esté al alcance de toda la población y cuente con los espacios para la concertación y construcción de consensos para superar la figura de la consulta pública como un momento posterior a la formulación técnica de planes y programas.






			Al reconocer la imperiosa necesidad de coordinar la acción entre todas las instancias públicas y privadas con una visión a largo plazo que rebase los tiempos administrativos, se incorporó en la nueva Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano la figura de la Estrategia Nacional de Ordenamiento Territorial, aprobada en su primera versión y vigente. Ahora es necesario dotarla de los instrumentos operativos que garanticen su cumplimiento.






			La creciente complejidad de los fenómenos metropolitanos excede por mucho los límites de la visión sectorial. Se trata de situaciones conflictivas cuya magnitud afecta no sólo la dimensión físico-ambiental, sino también las relaciones sociales, económicas y políticas de un puñado de grandes aglomeraciones en las que se concentran la población, el conocimiento, la cultura, la generación de riqueza y la toma de decisiones que afectan otros territorios, de los que se obtienen los insumos básicos para la vida. Este fenómeno, ahora circunscrito sólo al Valle de México, debe incorporarse en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), y deben definirse los mecanismos de la participación de los distintos órdenes de gobierno y la población en temas comunes que rebasan las limitaciones impuestas por las respectivas jurisdicciones, con atribuciones claras en la toma de decisiones de colaboración en beneficio de quienes conviven en ellas.






			En otra escala no menos importante, es preciso evitar la confusión que prevalece cuando se habla de planes o programas municipales. La referencia plural a estos instrumentos no sólo obedece al hecho de que existen muchos municipios, sino a que hay una variedad de instrumentos que corresponden al ámbito municipal. Es urgente aclarar la diferencia entre los planes orientados al ordenamiento territorial de municipios enteros —en los que se requiere señalar las jerarquías y funciones de los centros de población que los integran—, las características que definen su potencial productivo, agropecuario, forestal, minero, recreativo y turístico, y los enlaces que permiten la interacción entre ellos y los planes destinados al desarrollo urbano de un centro de población, cuyos contenidos son más precisos y se refieren a temas fundamentales como la definición de usos del suelo e intensidades de aprovechamiento de cada predio, la concepción de las redes de infraestructura, la localización de equipamientos y espacios públicos, y la distribución y características de la vivienda.






			Si bien es cierto que estos dos conceptos se traslapan cuando la totalidad de la superficie municipal está cubierta por un solo centro de población, hay que reconocer que esto constituye la excepción y no la regla. Entre las acciones pendientes destaca el tema del suelo, que está en la base de cualquier política territorial. La CPEUM, en su artículo 27, establece los principios básicos de los cuales debe partir su aprovechamiento: “La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada […]. La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana”.






			Lo cierto es que el derecho a la ciudad y a la vivienda dependen del derecho al suelo, condicionado por su disponibilidad en el mercado. Esto ha dado pie a un proceso especulativo que se aprovecha de la localización, la normatividad y la inversión pública y privada acumuladas a lo largo del tiempo en un territorio para incrementar el precio sin mediar inversión ni esfuerzo alguno. Como consecuencia, se potencian dos efectos: por un lado, la concentración excesiva de usos comerciales, de oficinas y residencias de lujo en algunos lugares centrales que adquieren precios exorbitantes; y, por el otro, la expulsión de la población que no cuenta con los recursos para mantener o adquirir suelo bien localizado y con servicios en la ciudad y se ve obligada a desplazarse a la periferia lejana para establecerse de manera irregular.






			Hay instrumentos en nuestra legislación —como el de distribución de mejoras, que no se aplica— que deben incorporarse para corregir las deformaciones del mercado. El impuesto predial en México está en el nivel más bajo entre los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Hay que considerar no sólo su incremento, sino también otras modalidades, como el impuesto base suelo, el impuesto a baldíos, la venta de derechos de desarrollo y muy en especial la generación de reservas territoriales de la federación, los estados y municipios, que tienen la responsabilidad de garantizar la aplicación de la ley.






			Existen disposiciones legales para adelantarse e incorporar tierras ejidales al desarrollo urbano. Es posible y debe hacerse de acuerdo con los planes y programas, y con la participación de los ejidatarios en el proceso, en lugar de continuar con la regularización de la propiedad, que ha demostrado su efecto multiplicador de la irregularidad y está plagada de manipulación política y corrupción. No debemos aceptar con resignación la proliferación de las “otras ciudades” en las periferias lejanas de la ciudad formal, en las que se hacina la población trabajadora en asentamientos de traza caprichosa, sin servicios ni espacios recreativos, transporte, escuelas, hospitales, en los que la población tiene que invertir la cuarta parte de su vida en desplazarse para acceder al trabajo, el estudio, el comercio y la recreación. Ciudades sin ciudad.






			La Política Nacional de Vivienda se establece con claridad en la Ley de Vivienda y el Plan Nacional de Vivienda, que señalan la atención prioritaria a la población de menor capacidad económica. Sin embargo, la distribución de los cuantiosos recursos disponibles, si sumamos los correspondientes al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit), el Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, la Sociedad Hipotecaria Federal, otros organismos públicos y la banca comercial, favorece en primer lugar a estratos económicos con ingresos superiores a cinco salarios mínimos y deja fuera a la población con ingresos menores a tres salarios mínimos, y en especial a los no asalariados, que constituyen 60% de la fuerza de trabajo.






			Es de justicia elemental invertir estas proporciones y dar preferencia a la población más vulnerable. Para ello es indispensable rescatar las funciones del recién liquidado Fondo Nacional de Habitaciones Populares, entre otras, la atención a grupos sociales organizados, la utilización de garantías distintas para las hipotecarias, la eliminación de intermediarios entre las instituciones de crédito y los pobladores, y la oferta de crédito para suelo, asesoría integral, construcción, supervisión, mejoramiento y renta.






			Se requiere también adecuar la Ley de Vivienda para convertirla en una ley general que sea vinculante para estados y municipios, y lograr su articulación con leyes y reglamentos locales que no reconocen el proceso de producción social de la vivienda y pretenden que cumpla las mismas normas que se aplican a la vivienda residencial, concebida como un objeto terminado y no como producto de un proceso social progresivo, vinculado a su medio natural, su cultura y tradiciones.






			La posibilidad de integrar en el Infonavit —que ha demostrado ser una institución robusta y eficiente— funciones de crédito para suelo y construcción es una oportunidad para colaborar con estados y municipios en la generación de reservas territoriales que requiere la magnitud del rezago habitacional, estimado en más de 8 millones de viviendas. El crédito para proyectos ambiciosos puede hacer ciudad de manera progresiva, incluyendo la oferta de vivienda para varios estratos económicos y otros espacios destinados a la producción, el comercio, equipamientos educativos, de salud y recreación, que son complementos indispensables de la vivienda.






			Por otra parte, facilitar y promover con crédito la construcción de condominios familiares para aprovechar las extensas zonas ya consolidadas de las ciudades, en las que existen lotificaciones generosas que podrían albergar familias nuevas, permitiría arraigar a la población en zonas con infraestructura de servicios, equipamientos y transporte, en las que ya establecieron redes de convivencia. Sin duda, es mejor subir tres o cuatro pisos que caminar tres o cuatro kilómetros para resolver necesidades cotidianas o destinar tres o cuatro horas para ir al trabajo o la escuela. Además, se evitaría en buena medida la expansión periférica atomizada y desordenada que afecta los servicios ambientales y permitiría una gran derrama económica entre pequeñas empresas locales proveedoras de servicios de construcción y mantenimiento.






			Las reflexiones contenidas en este libro serán de gran utilidad para una nueva etapa en el desarrollo del país, para aprovechar lo hecho, repensar el rumbo y generar nuevas soluciones a partir de la riqueza de las experiencias disponibles.
















			






			Introducción






			 






			En 2018, el presidente electo de México, Andrés Manuel López Obrador, nos encomendó la tarea de conducir las acciones del nuevo Gobierno federal en materia de vivienda y desarrollo agrario, territorial y urbano durante los siguientes seis años. El reto parecía inconmensurable. Lo que teníamos por delante no era una simple transición electoral, sino la reconstrucción, a una escala sin precedentes, de un país que había sido dilapidado por 36 años de políticas neoliberales. Durante los sexenios de Miguel de la Madrid, Carlos Salinas de Gortari, Ernesto Zedillo, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, nuestro territorio fue saqueado sin piedad por un puñado de élites que se enriquecieron como nunca y dejaron al pueblo de México sumido en lo más profundo de una crisis de dimensiones históricas.






			En términos políticos, el saqueo fue apuntalado por un inescrupuloso desmantelamiento del aparato de bienestar que el Estado mexicano había construido a lo largo de las décadas posteriores a la promulgación de la Constitución de 1917, con base en los principios democratizadores del movimiento revolucionario y de la guía moral e ideológica de personajes como Lázaro Cárdenas y los hermanos Flores Magón. La neoliberalización le asestó un golpe particularmente duro a las políticas urbanas y habitacionales, y le arrebató a la población muchos de sus derechos fundamentales en materia de acceso al suelo, a la vivienda y a los servicios básicos, conquistados tras largas y con frecuencia violentas luchas sociales. Diseñadas en lo más alto de las cúpulas del poder político, económico e ideológico, las políticas neoliberales fueron artífices de los peores despojos de la historia moderna de nuestro país y dejaron a millones de personas sin acceso al habitar “digno y decoroso” que les prometía su propia carta magna.






			En 2018, esta crisis tocó fondo. Consciente de las dimensiones del problema, López Obrador conformó desde 2017 una serie de grupos de trabajo que le acompañarían tanto en la etapa de campaña y en la definición del proyecto de nación como en el ejercicio de la administración si los votos lo favorecían en la elección. En materia de políticas de vivienda, ordenamiento territorial y desarrollo urbano y agrario se creó un equipo compacto integrado en un inicio por Román Meyer Falcón, Carlos Martínez Velázquez, David Cervantes Peredo (q. e. p. d.), Edna Elena Vega Rangel, Rogelio Jiménez Pons, Daniel Octavio Fajardo Ortiz, José Iracheta Carroll, Luis Hernández Palacios Mirón, Plutarco García y Lirio Rivera Calderón, quienes más adelante encabezarían algunas de las instituciones clave del sector.1  Apenas ganados los comicios, se empezaron a concretar el proyecto de nación y las políticas públicas que se implementarían en cada espacio institucional. Muchas de las ideas planteadas por el grupo, que sumaba una amplia trayectoria y gozaba de gran prestigio, se convirtieron en estrategias, líneas de trabajo y programas presupuestarios.






			A pesar de la magnitud del problema, estábamos ante una oportunidad única para contribuir de manera decisiva al bienestar del pueblo mexicano. Con esta idea en mente, desde el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) y la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) impulsamos un esfuerzo sin precedentes para la recuperación social de los asentamientos humanos del país. En más de un sentido, los logros hablan por sí mismos. Por ejemplo, a través del Programa de Mejoramiento Urbano se edificaron 1 267 obras en todo el país —más de 20 millones de metros cuadrados que representan una inversión superior a los 35 000 millones de pesos y la creación de alrededor de 400 000 empleos—; los organismos nacionales de vivienda otorgaron más de 3 millones de subsidios y créditos, que equivalen a una inversión de 1.3 billones de pesos; cerca de 680 000 familias de bajos ingresos desprovistas de seguridad social recibieron apoyos directos de la Comisión Nacional de Vivienda y la Sociedad Hipotecaria Federal; más de 1.4 millones de familias fueron beneficiadas con apoyos para la autoproducción, gracias a una inversión que rebasa los 93 000 millones de pesos; con el Programa Nacional de Reconstrucción se rehabilitaron unas 63 000 viviendas, cerca de 2 500 edificios culturales, alrededor de 6 000 centros educativos y más de 170 centros de salud; se elaboraron casi 300 instrumentos regionales, estatales, metropolitanos y municipales de planeación que cubren cerca de 40% del territorio nacional; se redactaron ocho normas oficiales mexicanas: cinco publicadas, una en proceso de publicación y dos en consulta, y más de 60 documentos técnicos y normativos disponibles en la página web de la Sedatu para servidores públicos y para la población en general.






			Este breve recuento da fe de un aspecto esencial de nuestra gestión: el trabajo en campo. A diferencia de las administraciones anteriores, durante estos seis años nos hemos ensuciado las botas y hemos predicado con el ejemplo, pues creemos que ésta es la única manera de entender y atender las verdaderas necesidades de la gente. De Tijuana a Cancún y de Acapulco a Veracruz, hemos recorrido el país sin cesar y hemos dialogado con las comunidades para implementar nuestras políticas a ras de calle. Se trata de un acercamiento a las realidades locales del país que ha permitido diseñar soluciones más sensibles e inteligentes, y ha fortalecido la relación entre las instituciones y la comunidad. A su vez, esto ha fomentado la confianza y la participación ciudadana en los mecanismos oficiales de planificación, diseño y ejecución de los proyectos urbanos y habitacionales.






			No obstante, este libro no es un informe institucional. Es más bien una declaración de principios y una oportunidad para reflexionar de manera crítica y a título personal acerca de las ideas centrales que han acompañado nuestra gestión. En un artículo reciente publicado en la revista Slate, Daniel Denvir y Yonah Freemark apuntaban que la crisis que atraviesan nuestros entornos habitables no es sólo social y económica, sino también de ideas.2  En este sentido, creemos que la palabra escrita es un agente de cambio imprescindible para combatir esta crisis creativa. A lo largo de la historia, los libros han constituido un espacio indispensable para explorar, exponer y discutir las ideas que han cambiado el rumbo del pensamiento moderno y contemporáneo en materia de producción del hábitat, y han sido el semillero de algunas de las políticas más radicales y progresistas de los siglos XX y XXI. Por ejemplo, Cómo vive la otra mitad, de Jacob Riis (1890); Modern Housing, de Catherine Bauer (1934); Muerte y vida de las grandes ciudades, de Jane Jacobs (1961); Los hijos de Sánchez, de Oscar Lewis (1961); o Libertad para construir, de John F. C. Turner y Robert Fichter (1972), no sólo tuvieron un profundo impacto en los círculos intelectuales y académicos de su época, sino que ayudaron a redirigir las políticas públicas hacia mejores destinos.3 Los ensayos aquí reunidos buscan contribuir a este diálogo entre las ideas y las políticas públicas. Ofrecen una reflexión en torno a los valores esenciales de nuestra labor institucional y los temas más urgentes del presente del país, incluyendo el derecho al territorio, a la ciudad y a la vivienda, la democratización del suelo, los procesos de participación ciudadana, la importancia de la diversidad y la inclusión, el acceso a infraestructuras y equipamientos de calidad, el combate al abandono de vivienda, el fomento a la autoproducción y los retos del cambio climático.






			Estas reflexiones se acompañan de experiencias específicas de nuestra gestión, con las que buscamos ilustrar, más que los logros, las vicisitudes de la aplicación de los ejes morales de nuestro proyecto de transformación nacional. Como veremos más adelante, una de las trampas del neoliberalismo es hacernos creer que se trata del único modelo político y económico viable. Desde nuestra gestión al frente del Infonavit y la Sedatu hemos buscado demostrar que esta narrativa es falsa y que podemos vivir de maneras más humanas, justas y democráticas. Como señala el geógrafo y urbanista David Harvey, “hay una perspectiva de la libertad muchísimo más noble que ganar que la que predica el neoliberalismo” y “un sistema de gobierno muchísimo más valioso que construir que el que permite el neoconservadurismo”.4  Este libro es, parafraseando a Harvey, un recuento de nuestra lucha por construir un sistema de gobierno distinto al que heredamos en 2018. Es un testimonio de que, a partir del ejercicio honesto, racional y eficiente de los recursos públicos, se puede hacer más con menos a favor del bienestar del pueblo y de que es posible imaginar y construir una mejor realidad urbana.






			NOTAS






			

			1 No queremos dejar pasar la oportunidad de reconocer la labor de David Cervantes Peredo y Edna Elena Vega Rangel. Cervantes Peredo, quien falleció el 18 de junio de 2022, fue una piedra angular de las luchas por la vivienda en nuestro país y acompañó de cerca las acciones del presidente López Obrador desde  su  gestión  al  frente  del  gobierno  del  entonces  Distrito  Federal.  Fue un hombre honesto, generoso y solidario, comprometido con las causas de los sectores más necesitados del país. Un profesional de principios políticos e ideológicos que se vieron siempre reflejados en sus distintas actividades en favor de un México mejor: desde su trabajo con organizaciones no gubernamentales como Casa y Ciudad, A. C., o la Asamblea de Barrios, A. C., hasta su labor institucional y política, donde destacó como diputado federal y local, director general del Instituto de Vivienda del Distrito Federal y responsable del Programa Nacional de Reconstrucción de la Sedatu. Por su parte, Vega Rangel ha destacado por su sólida trayectoria en los ámbitos académico, civil e institucional. Socióloga de formación, estudió una maestría en Planeación Metropolitana  y  un  doctorado  en  Sociología.  Ha  sido  profesora  e  investigadora en instituciones como la Universidad Autónoma Metropolitana y la Universidad Autónoma de la Ciudad de México. Colaboró estrechamente con organizaciones no gubernamentales como Casa y Ciudad, A. C., y el Centro de la Vivienda y Estudios Urbanos, A. C. En el ámbito de la administración pública, destaca su labor como directora general del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, directora de Desarrollo Urbano en Iztapalapa, directora general de la Comisión Nacional de Vivienda y subsecretaria de Ordenamiento Territorial y Agrario de la Sedatu.


			






			

			2 Daniel Denvir y Yonah Freemark, “Just Build the Homes. Public Housing Is Ready to Make a Comeback”, Slate, 22 de mayo de 2023.


			






			

			3 Jacob Riis, Cómo vive la otra mitad, trad. Diego Campos (Santiago de Chile: Bifurcaciones, 2023); Catherine Bauer, Modern Housing (Minneapolis: University of Minnesota Press, 2020); Jane Jacobs, Muerte y vida de las grandes ciudades, trad. Ángel Abad y Ana Useros (Madrid: Capitán Swing, 2011); Oscar Lewis, Los hijos de Sánchez (México: Fondo de Cultura Económica, 2012); John F. C. Turner y Robert Fichter (eds.), Libertad para construir, trad. Félix Blanco (México: Siglo XXI Editores, 1972).


			






			

			4 David Harvey, Breve historia del neoliberalismo, trad. Ana Varela Mateos (Madrid: Akal, 2007), 225.
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